
                       

 

 
 
 

LA REPARACIÓN DEL DAÑO 
 
 
En muchas ocasiones las características de un delito produce efectos en la vida, 
salud o integridad física  o psíquica de las personas, lo que imposibilita que la 
vida de las personas vuelva a ser como era antes del delito. 
 
Por lo anterior, la ley en algunos casos, reconoce que ante el daño que el delito 
generó, este debe ser reparado acorde a la afectación que presente la persona 
víctima del delito (Hernández, 2015). 
 
A continuación se presentan los siguientes artículos del Código Penal Federal 
que hacen referencia a la reparación del daño:   

 
Artículo 30. La reparación del daño debe ser integral, adecuada, eficaz, efectiva, 
proporcional a la gravedad del daño causado y a la afectación sufrida, 
comprenderá cuando menos:  
I. La restitución de la cosa obtenida por el delito y si no fuere posible, el pago 
del precio de la misma, a su valor actualizado;  
II. La indemnización del daño material y moral causado, incluyendo la atención 
médica y psicológica, de los servicios sociales y de rehabilitación o tratamientos 
curativos necesarios para la recuperación de la salud, que hubiere requerido o 
requiera la víctima, como consecuencia del delito. En los casos de delitos contra 
el libre desarrollo de la personalidad, la libertad y el normal desarrollo 
psicosexual y en su salud mental, así como de violencia familiar, además 
comprenderá el pago de los tratamientos psicoterapéuticos que sean 
necesarios para la víctima;  
III. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados;  
IV. El pago de la pérdida de ingreso económico y lucro cesante, para ello se 
tomará como base el salario que en el momento de sufrir el delito tenía la 
víctima y en caso de no contar con esa información, será conforme al salario 
mínimo vigente en el lugar en que ocurra el hecho;  
V. El costo de la pérdida de oportunidades, en particular el empleo, educación 
y prestaciones sociales, acorde a sus circunstancias;  
VI. La declaración que restablezca la dignidad y reputación de la víctima, a 
través de medios electrónicos o escritos;  
VII. La disculpa pública, la aceptación de responsabilidad, así como la garantía 
de no repetición, cuando el delito se cometa por servidores públicos.  
Los medios para la rehabilitación deben ser lo más completos posible, y 
deberán permitir a la víctima participar de forma plena en la vida pública, 
privada y social.  
Artículo 30 Bis.- Tienen derecho a la reparación del daño en el siguiente orden: 
1o. El ofendido; 2o. En caso de fallecimiento del ofendido, el cónyuge supérstite 
o el concubinario o concubina, y los hijos menores de edad; a falta de éstos los 



                       

 

demás descendientes, y ascendientes que dependieran económicamente de él 
al momento del fallecimiento.  
Artículo 31. La reparación será fijada por los jueces, según el daño que sea 
preciso reparar, con base en las pruebas obtenidas en el proceso y la afectación 
causada a la víctima u ofendido del delito.  
Para los casos de reparación del daño causado con motivo de delitos por 
imprudencia, el Ejecutivo de la Unión reglamentará, sin perjuicio de la 
resolución que se dicte por la autoridad judicial, la forma en que, 
administrativamente, deba garantizarse mediante seguro especial dicha 
reparación.  
Artículo 31 Bis. En todo proceso penal, el Ministerio Público estará obligado a 
solicitar, de oficio, la condena en lo relativo a la reparación del daño y el juez 
está obligado a resolver lo conducente.  
El incumplimiento de esta disposición se sancionara conforme a lo dispuesto 
por la fracción VII y el párrafo segundo del artículo 225 de este Código.  
En todo momento, la víctima deberá estar informada sobre la reparación del 
daño.  
Artículo 32.- Están obligados a reparar el daño en los términos del artículo 29:  
I.- Los ascendientes, por los delitos de sus descendientes que se hallaren bajo 
su patria potestad:  
II.- Los tutores y los custodios, por los delitos de los incapacitados que se hallen 
bajo su autoridad;  
III.- Los directores de internados o talleres, que reciban en su establecimiento 
discípulos o aprendices menores de 16 años, por los delitos que ejecuten éstos 
durante el tiempo que se hallen bajo el cuidado de aquéllos;  
IV.- Los dueños, empresas o encargados de negociaciones o establecimientos 
mercantiles de cualquier especie, por los delitos que cometan sus obreros, 
jornaleros, empleados, domésticos y artesanos, con motivo y en el desempeño 
de su servicio;  
V.- Las sociedades o agrupaciones, por los delitos de sus socios o gerentes 
directores, en los mismos términos en que, conforme a las leyes, sean 
responsables por las demás obligaciones que los segundos contraigan.  
Se exceptúa de esta regla a la sociedad conyugal, pues, en todo caso, cada 
cónyuge responderá con sus bienes propios por la reparación del daño que 
cause, y  
VI.- Cualquier institución, asociación, organización o agrupación de carácter 
religioso, cultural, deportivo, educativo, recreativo o de cualquier índole, cuyos 
empleados, miembros, integrantes, auxiliares o ayudantes que realicen sus 
actividades de manera voluntaria o remunerada, y  
VII.- El Estado, solidariamente, por los delitos dolosos de sus servidores 
públicos realizados con motivo del ejercicio de sus funciones, y 
subsidiariamente cuando aquéllos fueren culposos.  
Artículo 33.- La obligación de pagar la sanción pecuniaria es preferente con 
respecto a cualesquiera otras contraídas con posterioridad al delito, a 
excepción de las referentes a alimentos y relaciones laborales.  
Artículo 34.- La reparación del daño proveniente del delito que deba ser hecha 
por el imputado, acusado y sentenciado, tiene el carácter de pena pública y se 
exigirá de oficio por el Ministerio Público. La víctima, el asesor jurídico y el 
ofendido o sus derechohabientes podrán aportar al Ministerio Público o al 



                       

 

Órgano jurisdiccional en su caso, los datos de prueba que tengan para 
demostrar la procedencia y monto de dicha reparación, en los términos que 
prevenga el Código Nacional de Procedimientos Penales 
El incumplimiento por parte de las autoridades de la obligación a que se refiere 
el párrafo anterior, será sancionado con multa de treinta a cuarenta días de 
salario mínimo.  
Cuando dicha reparación deba exigirse a tercero, tendrá el carácter de 
responsabilidad civil y se tramitará en forma de incidente, en los términos que 
fije el propio Código de Procedimientos Penales.  
Quien se considere con derecho a la reparación del daño, que no pueda obtener 
ante el Órgano jurisdiccional, en virtud del no ejercicio de la acción o la 
abstención de investigar por parte del Ministerio Público, sobreseimiento o 
sentencia absolutoria, podrá recurrir a la vía civil o administrativa en los 
términos de la legislación correspondiente.  
Artículo 35.- El importe de la sanción pecuniaria se distribuirá: entre el Estado y 
la parte ofendida; al primero se aplicará el importe de la multa, y a la segunda 
el de la reparación.  
Si no se logra hacer efectivo todo el importe de la sanción pecuniaria, se cubrirá 
de preferencia la reparación del daño, y en su caso, a prorrata entre los 
ofendidos.  
Si la parte ofendida renunciare a la reparación, el importe de ésta se aplicará al 
Estado.  
En el caso de que se haya impuesto una providencia precautoria para garantizar 
la reparación del daño, ésta se hará efectiva a favor de la víctima u ofendido 
cuando la sentencia que condene a reparar el daño cause ejecutoria.  
Artículo 36.- Cuando varias personas cometan el delito, el juez fijará la multa 
para cada uno de los delincuentes, según su participación en el hecho 
delictuoso y sus condiciones económicas; y en cuanto a la reparación del daño, 
la deuda se considerará como mancomunada y solidaria.  
Artículo 37.- La reparación del daño se mandará hacer efectiva, en la misma 
forma que la multa. Una vez que la sentencia que imponga tal reparación cauce 
ejecutoria, el tribunal que la haya pronunciado remitirá de inmediato copia 
certificada de ella a la autoridad fiscal competente y ésta, dentro de los tres 
días siguientes a la recepción de dicha copia, iniciará el procedimiento 
económico-coactivo, notificando de ello a la persona en cuyo favor se haya 
decretado, o a su representante legal.  
Artículo 38.- Si no alcanza a cubrirse la responsabilidad pecuniaria con los 
bienes del responsable o con el producto de su trabajo en la prisión, el 
sentenciado liberado seguirá sujeto a la obligación de pagar la parte que falte.  
Artículo 39.- El juzgador, teniendo en cuenta el monto del daño y la situación 
económica del obligado, podrá fijar plazos para el pago de la reparación de 
aquél, los que en su conjunto no excederán de un año, pudiendo para ello exigir 
garantía si lo considera conveniente.  
La autoridad a quien corresponda el cobro de la multa podrá fijar plazos para el 
pago de ésta, tomando en cuenta las circunstancias del caso. 
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/9_120419.pdf 
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